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cidad para el servicio, que implique la resolución del
compromiso, causará derecho a una indemnización por
una sola vez, en los términos previstos en los apartados
siguientes:

a) Si la incapacidad se ha producido en circunstan-
cias ordinarias su cuantía será el resultado de aplicar
el porcentaje establecido en el grupo II del cuadro médico
vigente para la lesión sufrida, al haber regulador de la
clase de tropa y marinería profesional no permanente
fijado en el momento del hecho causante en la Ley de
Presupuestos.

b) Si la incapacidad se ha producido con ocasión
o como consecuencia de acto de servicio, el porcentaje
señalado en el párrafo anterior se aplicará al doble de
ese haber regulador.

2. En el caso de coincidir dos o más lesiones que
por sí mismas pudieran originar derecho a indemniza-
ción, éstas podrán acumularse resultando una cantidad
indemnizatoria igual a la suma de las cantidades par-
ciales.

Artículo 4. Pensiones familiares.

Si a consecuencia de un hecho ocurrido durante su
relación con las Fuerzas Armadas se produjera el falle-
cimiento del personal incluido en el ámbito de aplicación
del presente Real Decreto, causará derecho a pensiones
de viudedad, orfandad y en favor de padres, en los tér-
minos previstos en el texto refundido de la Ley de Clases
Pasivas del Estado.

a) Si el fallecimiento se ha producido en circuns-
tancias ordinarias, para la determinación de la pensión
será de aplicación el capítulo III, subtítulo II, título I, de
dicho texto refundido.

b) Si el fallecimiento se ha producido en acto de
servicio, o como consecuencia del mismo, será de apli-
cación el capítulo IV, subtítulo II, título I, de dicho texto
refundido.

Disposición adicional primera. Conservación de dere-
chos pasivos.

Concluida la relación profesional con las Fuerzas
Armadas, el personal incluido en el ámbito de aplicación
del presente Real Decreto conservará los derechos pasi-
vos que para sí o sus familiares pudiera haber adquirido.
Para la determinación de los mismos será de aplicación
la disposición adicional décima del texto refundido de
la Ley de Clases Pasivas del Estado incluida por el artículo
130 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas
fiscales, administrativas y del orden social.

Disposición adicional segunda. Incompatibilidades.

Las pensiones que se regulan en el presente Real
Decreto estarán sujetas al régimen de incompatibilidades
previsto para cada clase de pensión en el texto refundido
de la Ley de Clases Pasivas del Estado.

Disposición adicional tercera. Competencia para el abo-
no de las prestaciones.

Por la Dirección General de Personal del Ministerio
de Defensa se hará el señalamiento de la pensión o
indemnización correspondiente, procediéndose a la con-
signación del pago de las prestaciones y a la tramitación
de la liquidación y alta en nómina por la Dirección Gene-
ral de Costes de Personal y Pensiones Públicas y las
Delegaciones del Ministerio de Economía y Hacienda.

Disposición transitoria primera. Tramitación de proce-
dimientos ya iniciados.

Las normas previstas en el presente Real Decreto,
y siempre que el hecho causante de los derechos se
haya producido con posterioridad a 31 de diciembre
de 1984, serán de aplicación a todos los procedimientos
iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la
Ley 66/1997, de 30 de diciembre, en los que no se
hubiese emitido acta del Tribunal Médico Militar corres-
pondiente.

Los procedimientos iniciados con anterioridad a la
entrada en vigor de la citada Ley en los que ya se hubiese
emitido acta del Tribunal Médico Militar y ésta sea firme
seguirán tramitándose por la normativa anterior al pre-
sente Real Decreto.

Disposición transitoria segunda. Cuadros médicos.

Hasta tanto se aprueben los cuadros médicos de
indemnizaciones para el personal incluido en el ámbito
de cobertura del presente Real Decreto, para la apli-
cación de las normas previstas en el mismo se estará
a lo previsto en el anexo al Real Decreto 1234/1990,
de 11 de octubre, por el que se regula la concesión
de pensiones e indemnizaciones del régimen de Clases
Pasivas del Estado a quienes prestan el servicio militar
y a los alumnos de los centros docentes militares de
formación.

Disposición final primera. Facultades de desarrollo.

Se faculta al Ministro de Defensa para que dicte las
normas de procedimiento que considere oportunas para
la aplicación del presente Real Decreto.

Disposición final segunda. Previsiones presupuestarias.

Por el Ministerio de Economía y Hacienda se adop-
tarán las previsiones presupuestarias necesarias para la
aplicación del presente Real Decreto.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado», con efectos, respecto a las prestaciones que
en el mismo se regulan, desde el día 1 de enero de 1998.

Dado en Madrid a 7 de mayo de 1999.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Primero del Gobierno
y Ministro de la Presidencia,

FRANCISCO ÁLVAREZ-CASCOS FERNÁNDEZ

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE GALICIA

11051 LEY 4/1999, de 9 de abril, de declaración
de servicio público de titularidad de la Junta
de Galicia del transporte público marítimo de
viajeros en la ría de Vigo.

El artículo 38 de nuestra Constitución consagra el
principio de la libertad de empresa en el marco de una
economía de mercado.
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No obstante, el pronunciamiento categórico que con-
tiene el artículo 1.1.1 de la Carta Magna al proclamar
que «España se constituye en un Estado social y demo-
crático de derecho» determina limitaciones y obstáculos
al principio enunciado en el artículo 38. Así, el artículo
128.2 determina: «Se reconoce la iniciativa pública en
la actividad económica. Mediante ley se podrá reservar
al sector público recursos o servicios esenciales, espe-
cialmente en caso de monopolio ...». De este modo, los
criterios de intervención pública en la economía cons-
tituyen el contrapunto a la libertad de empresa, el otro
gran elemento definidor del modelo de constitución eco-
nómica trazada por el constituyente.

La doctrina constitucional precisó que el elemento
determinante para justificar la reserva al sector público
de una actividad económica no es combatir una práctica
monopolística, sino la esencialidad de dicha actividad
para la economía nacional o para la comunidad.

En este sentido cabe identificar dentro de nuestra
Comunidad un servicio de transporte que, sin ser de
titularidad pública, podría, en determinadas circunstan-
cias, calificarse como de esencial para la comunidad:
El transporte marítimo en aguas interiores, sobre el cual
la Junta de Galicia tiene competencias en virtud de la
transferencia que de las mismas se hizo por la Ley Orgá-
nica 16/1995, de 27 de diciembre.

Esta esencialidad en potencia se convierte, en el caso
del transporte marítimo realizado en la ría de Vigo, en
supuesto paradigmático de servicio esencial para la
comunidad.

Las circunstancias concurrentes en la ría de Vigo,
básicamente la dependencia funcional de la península
de O Morrazo respecto de Vigo a efectos de actividades
culturales, educativas y laborales y para la atención de
necesidades sanitarias y el flujo inverso por motivos turís-
ticos, determinan un contingente importantísimo de des-
plazamientos en ambos sentidos de la ría.

Dichos desplazamientos, además de su importancia
cuantitativa, tienen una especial relevancia desde el pun-
to de vista cualitativo, ya que el servicio de transporte
marítimo de la ría de Vigo constituye un elemento básico
del sistema colectivo de transporte en la península de
O Morrazo que no es fácil sustituir por otros medios
alternativos, teniendo en cuenta los problemas que plan-
tea la congestión del tráfico urbano y las peculiaridades
del transporte marítimo en cuanto a precios, tiempos
de recorrido y consideraciones medioambientales.

Es por ello por lo que, vistas las disfuncionalidades
que vienen produciéndose en la ría de Vigo en los últimos
años, resulta preciso definir un nuevo marco normativo
para este servicio que garantice:

Un servicio de calidad y con un nivel de oferta adecuada
a las necesidades presentes y futuras de la demanda.

Unas tarifas acordes con el servicio prestado y ade-
cuadas a la realidad social del entorno.

La vinculación de los servicios de temporada a las
Cíes a la prestación del servicio regular de la ría, adju-
dicando conjuntamente y bajo un mismo título conce-
sional los dos tipos de servicios y garantizando la tutela
de los intereses medioambientales que la Junta de Gali-
cia debe preservar.

La articulación de un proceso selectivo presidido por
el principio de igualdad, transparencia y concurrencia,
para garantizar la adjudicación al prestatario que garan-
tice el mejor servicio público bajo los principios de con-
tinuidad, regularidad, capacidad y calidad.

La consideración dentro del proceso selectivo de los
méritos adquiridos en la prestación del transporte, así
como la situación de los trabajadores que prestasen
servicios en las empresas operadoras de la ría.

Todos estos objetivos sólo pueden ser garantizados
mediante la reserva de la titularidad pública del servicio,
de modo que la administración conserve la facultad de
control de los aspectos básicos de la prestación del
transporte:

Por todo lo expuesto, el Parlamento de Galicia aprobó
y yo, de conformidad con el artículo 13.21 del Estatuto
de Galicia y con el artículo 24 de la Ley 1/1983,
de 23 de febrero, reguladora de la Junta y de su Pre-
sidente, promulgo, en nombre del Rey, la Ley de decla-
ración de servicio público de titularidad de la Junta de
Galicia del transporte público marítimo de viajeros en
la ría de Vigo.

Artículo 1.

1. Se declara servicio público de titularidad de la
Junta de Galicia el transporte marítimo de viajeros en
la ría de Vigo.

2. La titularidad pública abarca tanto el servicio
regular entre las riberas de la ría como el transporte
estacional de carácter turístico con origen o destino en
las islas Cíes, desde cualquier punto de la ría de Vigo.

Artículo 2.

1. La administración gestionará indirectamente el
servicio público de transporte a que se refiere el artículo
anterior.

2. Dicha gestión indirecta adoptará la modalidad de
concesión administrativa, con un plazo máximo de dura-
ción de veinte años.

3. El contrato podrá ser prorrogado por un plazo
máximo de diez años.

A los efectos de conceder la prórroga se tendrá en
consideración el interés público y el grado de satisfacción
de los usuarios del servicio.

Artículo 3.

La adjudicación de la concesión se efectuará median-
te concurso, en el cual habrán de valorarse, entre otras,
las siguientes cuestiones:

Calidad del servicio ofertado.
Tarifas del mismo.
Experiencia demostrable en el transporte de la ría.
Compromiso de asunción de trabajadores del trans-

porte de la ría con los criterios de antigüedad acreditada
y profesionalidad.

Garantías de preservación del espacio natural de las
islas Cíes en la forma que el departamento responsable
de la Junta de Galicia determine.

Artículo 4.

El transporte objeto de la presente Ley se regirá por
las disposiciones autonómicas que se dicten en materia
de navegación interior, y supletoriamente, por la nor-
mativa estatal en lo que le resulte de aplicación.

Disposición transitoria.

Las autorizaciones para el transporte interior de la
ría de Vigo que se encuentren vigentes a la entrada
en vigor de la presente Ley mantendrán su validez hasta
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el 31 de diciembre de este año, rigiéndose por las dis-
posiciones en las que se fundamentó su autorización.

Sin embargo, las referidas autorizaciones serán
prorrogadas hasta el momento en que el adjudicatario
de la concesión del transporte de la ría inicie la explo-
tación del servicio, cuando dicho inicio no se produzca
con el comienzo del año.

Disposición derogatoria.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
menor rango se opongan a lo dispuesto en la presente
Ley.

Santiago de Compostela, 9 de abril de 1999.

MANUEL FRAGA IRIBARNE,
Presidente

(Publicada en el «Diario Oficial de Galicia» número 79, de 27 de abril de 1999)

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE ANDALUCÍA

11052 CORRECCIÓN de errores del Decreto
277/1998, de 22 de diciembre, por el que
se aprueban los Estatutos de la Universidad
de Jaén.

Advertidos errores en el texto del citado Decreto,
publicado en el «Boletín Oficial del Estado» número 64,
de 16 de marzo de 1999, se transcribe a continuación
la oportuna rectificación:

En la página 10477, artículo 44.1, donde dice: «k)»,
debe decir: «i)», y donde dice: «l)», debe decir: «j)».

En la página 10482, artículo 79, donde dice: «j)»,
debe decir: «g)».


